
Las inversiones del sector pú-
blico alcanzan en este presupues-
to los 3.064 millones de euros, un 
9,7% más que el año pasado, y más 
del doble que en 2014, cuando las 
inversiones públicas sufrían los 
ajustes derivados de la crisis fi-
nanciera. Donde más esfuerzo in-
versor hay este 2024 es en infraes-
tructuras ferroviarias, en Salud y 
en infraestructuras viarias. Des-
tacan también, por el contexto de 
sequía en el que se encuentra Ca-
taluña, las inversiones en el ciclo 
del agua (228 millones), que su-
madas a los programas y los gas-
tos departamentales, suman un 
presupuesto destinado al agua y 
la sequía de 1.045 millones de eu-
ros. De estos, 327 millones servi-
rán para ampliar y mantener las 
plantas de regeneración y desali-
nización, y 86 millones irán a me-
jorar el riego para ahorrar agua, 
entre otras partidas.

existiera podría aportar en torno 
a cuatro hectómetros cúbicos dia-
rios de agua, más de la mitad de lo 
que está saliendo ahora de los em-
balses del noreste catalán. 

El proyecto en el que han tra-
bajado los ingenieros, que ha con-
tado con empresas especialistas 
en este tipo de obras, supone unir 
la red de agua del Consorcio de 
Aguas de Tarragona (que depen-
de de pozos y del minitravase del 
Ebro) y la red de ATL. El inicio de 
las obras se sitúa en Tarragona en 
un depósito, donde se instalaría 
la primera bomba que permitie-
ra hacer llegar el agua hasta Sant 
Miquel d’Olèrdola, situado a una 
cota 200 metros superior. Desde 
allí se llegaría a Masquefa, a través 
de una tubería que ya está cons-
truida y que acabaría siendo la co-
nexión con la red de Barcelona. El 
pantano de Mequinenza, de don-
de llegaría el agua, está hoy al 84% 
de su capacidad, con 1.166 hectó-
metros cúbicos, 11 veces más que 
todos los pantanos de las cuencas 
internas catalanas. 

H
ace unas semanas, las infinitas tra-
bas que voluntariamente ponen 
algunos municipios al empadro-
namiento de personas migran-
tes saltaron a las crónicas por la 

verdadera cruzada llevada a cabo por Sílvia 
Orriols, alcaldesa de Ripoll por la formación 
de extrema derecha independentista Aliança 
Catalana. La acción de la alcaldesa ultra  
—que se configura como una acción de ra-
cismo institucional— ha motivado incluso un 
requerimiento por parte del Gobierno cen-
tral, que ha pedido a la edil informaciones 
detalladas sobre la gestión de ese trámite por 
parte de este Consistorio catalán.

Sin embargo, y como hizo notar a prin-
cipio de febrero Comisiones Obreras de Ca-
taluña, el caso de Ripoll —por mucho que 
sea más extremo en sus modalidades y más 
evidente por la publicidad que la misma for-
mación de extrema derecha le quiso dar—, 
no es aislado. El sindicato —gracias al tra-

bajo del Centro de Información para Tra-
bajadores Extranjeros (CITE)— ha podido 
documentar más de 30 casos de municipios 
que retrasan y dificultan los trámites de em-
padronamiento a personas migrantes. En la 
lista hay municipios de diferentes zonas y 
provincias —Santa Coloma de Farners, Ba-
dalona, L’Hospitalet de Llobregat o Salt, en-
tre muchos otros— gobernados por mayo-
rías políticas de todos los colores.

Vale la pena conectar esta información 
con los resultados de la encuesta de valores 
publicada por el CEO la semana pasada, que 
recoge que el 31% de la población opina que 
“con tanta migración uno no se siente ya en 
casa”. Concretamente, la afirmación es res-
paldada por el 73% de los electores de Vox, 
el 50% del PP, y del 48% de Junts. En el caso 
de ERC el porcentaje es del 28%, del PSC del 
25, de la CUP el 11 y, finalmente, de los co-
munes el 9%.

Todo ello, debería hacer saltar todas las 

alarmas porque para muchos partidos repre-
sentados en nuestros ayuntamientos querer 
complacer a sectores significativos de sus 
electorados con políticas contrarias a los de-
rechos humanos de las personas migradas 
puede convertirse en una tentación que hay 
que desterrar sin contemplación. Hay que re-
cordarlo más: entorpecer o dilatar los trámi-
tes de empadronamiento para las personas 
migradas significa quitarles derechos huma-
nos tan básicos como la salud, la escolariza-
ción, los servicios sociales o los trámites para 
la regularización.

Por otra parte, hay que recordar también 
que el padrón es un derecho para las perso-
nas y una obligación legal, tanto para la mis-
ma persona como para las administraciones, 
como establecen la legislación estatal (artí-
culo 15 de la Ley 7/1985) y la catalana (artícu-
lo 39 del Decreto Legislativo 2/2003, que ac-
tualiza la Ley municipal y de régimen local 
de Cataluña).

En definitiva, empadronar a los migran-
tes en tiempo y forma es un imperativo le-
gal para todos los ayuntamientos, pero aún 
más, un imperativo político para todas las 
personas que crean en los derechos huma-
nos. Hoy en día es la frontera real de la de-
mocracia.

PAOLA LO CASCIO

El padrón, frontera democrática

Ante el proceso de preinscrip-
ción escolar, que arranca la se-
mana próxima, las familias asis-
ten a jornadas de puertas abier-
tas, comparan instalaciones, 
proyectos educativos, y, también, 
tipo de alumnado. Muchas huyen 
de centros segregados. Este no es 
el caso de Aina Font, que junto a 

nueve familias más ha decidido 
que matricularán a sus hijos en la 
escuela Sant Ignasi de Manresa, 
de alta complejidad (con muchos 
alumnos vulnerables). Sigue así el 
ejemplo del pasado año de seis 
familias, y varias más el anterior.

Estas pequeñas acciones han 
empezado a cambiar el perfil de 
la escuela. Su directora, Núria 
Garriga, asegura que ya empieza 
a recoger los frutos. “Se ha nota-

do un cambio, de no venir nadie a 
las puertas abiertas, el año pasa-
do nos visitaron unas 20 familias 
y este año ya llevamos unas 30. 
Empiezan a hablar bien de nues-
tra escuela, pero aún hay quien 
nos dice que les gusta cómo tra-
bajamos, pero tienen miedo”.

La docente añade que el per-
fil del alumnado empieza a cam-
biar y del 80% de alumnos vul-
nerables que tienen en cursos 

IVANNA VALLESPÍN
Manresa

Alumnos de Infantil este martes en su aula de la escuela Sant Ignasi de Manresa. ALBERT GARCIA

La lucha antigueto comienza  
a dar resultados en Manresa

Desde hace años, familias de clase media escolarizan a sus 
hijos en escuelas segregadas para forzar un cambio de perfil

superiores, ha caído al 60% en 
infantil. “La diversidad de alum-
nos implica riqueza en el aula, y 
los niños con más fluidez en el 
lenguaje y con más experiencias 
fuera del aula servirán de mode-
lo. También los alumnos ordina-
rios aprenden que hay otros que 
viven situaciones complicadas. 
Todo es una riqueza y aprenden 
a convivir. Además, las nuevas fa-
milias se implican, ayudan a otras 
familias y nos apoyan para tirar 
adelante el proyecto educativo”.

Esta matriculación en grupo 
se conoce técnicamente como 
una oferta singular de plazas, 
una de las medidas previstas en 
el Pacto contra la Segregación Es-
colar (firmado en 2019), pero que 
se hizo realidad en el llamado de-
creto de admisiones de 2021. Para 
el próximo curso ya se han vali-
dado 13 grupos de familias en una 
decena de centros de Cataluña. 

El concejal de Educación de 
Manresa, Pol Huguet, apunta que 
se necesita una continuidad de 
varios años, y no casos aislados 
de un solo curso, para que real-
mente la iniciativa funcione. Del 
los 23 centros de Manresa, 11 son 
de alta complejidad. “Hay fami-
lias reticentes a matricular a su 
hijo en estos centros porque sería 
el único catalanet y blanquet, pe-
ro si lo hacen varias a la vez les da 
tranquilidad”, apunta el concejal, 
que destaca que la complicidad 
de las familias es clave para re-
vertir la situación.

Alba Gallardo visitó la escue-
la Sant Ignasi y quedó encandi-
lada: “Por las tardes mezclan to-
dos los cursos de infantil para 
que aprendan juntos o trabajan 
por proyectos y aprendizajes vi-
venciales”, dice. “Yo quería que 
mi hijo creciera con niños de to-
dos los lugares. Me parece hipó-
crita los que no quieren mezclar 
a sus hijos”, espeta Yuslemis Val-
dés, con un niño en Infantil-3. Ai-
na, otra madre convencida, zanja: 
“Las familias tenemos un papel 
clave para acabar con la segrega-
ción escolar”.

El agua subirá 
un euro al mes
El Govern pretende 
reestructurar el canon del 
agua a partir de 2025 y, según 
el proyecto de Presupuestos 
de la Generalitat acordado 
entre ERC y PSC, esto 
implicará que ocho de cada 
10 catalanes tengan que pagar 
más de un euro al mes en sus 
facturas por el suministro. 
Ese porcentaje, de acuerdo 
al borrador publicado ayer, 
irá subiendo en función del 
consumo. Desde 2017 no se 
tocaba esta política tarifaria. 
La decisión, promovida por 
la Agencia Catalana del Agua 
(ACA) y que adelantó El 
Periódico de Catalunya, busca 
implantar un modelo más 
progresivo, que implica gravar 
los consumos más elevados 
y bonificar el de colectivos 
vulnerables o personas que 
viven solas. CAMILO S. BAQUERO
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